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Si el marco cognitivo de las políticas actuales de fomento al libro en México y Argentina 
presenta similitudes en el lazo que teje entre lectura, democracia y ciudadanía, las 
políticas de fomento a la lectura son muy diferentes. Estas diferencias se entenderán al 
estudiar las primeras medidas públicas que se implementaron a finales del siglo XIX en 
Argentina y a principios del siglo XX en México. En un segundo tiempo, el artículo analiza 
las movilizaciones y los enfrentamientos de “coaliciones de causa” del sector del libro que 
se enfrentaron para modificar la legislación entorno al libro en Argentina y en México. 
Veremos que en los dos casos, la apertura de “ventanas de oportunidad política” ha 
permitido que las reglas del juego del sector cambien, siempre y cuando los actores 
políticos lo permitan. 
 






Development Policies for Books and Reading: Comparing Mexico and Argentina 
 
If the cognitive framework of current policies of book promotion in Mexico and Argentina 
has similarities in the tie that weaves reading, democracy and citizenship, promoting 
reading policies are very different. These differences can be understood by studying the 
first public measures that were implemented in the late nineteenth century in Argentina 
and early twentieth century in Mexico. The second part analyzes the clashes of "advocacy 
coalitions" of the book sector that fought to amend the legislation of their sector in 
Argentina and Mexico. We will see that in both cases, the opening of "policy windows" 
have enabled changes in the rules as long as political actors permit it.  
 





Más que políticas del libro y de la lectura estructuradas y legitimadas, existen en 
México y Argentina múltiples acciones políticas y administrativas fragmentadas que 
asocian a actores de distinta naturaleza, con metas, estrategias e intereses diferentes. 
Existen diversos programas públicos, que muchas veces ni tienen contactos entre sí y que 
usan múltiples instrumentos de acción. Sin embargo, las acciones públicas en estos 
sectores son históricamente importantes en cuanto a los presupuestos otorgados y a la 
preponderancia en los discursos de los responsables de las políticas culturales. En sus 
discursos, estos actores afirman que la consolidación de la democracia y el reforzamiento 
de la ciudadanía están ligados con el fomento a la lectura. En fin, el relieve de esas 
políticas se explica por el poder de presión y de inscripción en la agenda pública de los 
actores de los sectores industriales del libro en México y Argentina. El análisis de las 
primeras acciones públicas en el libro y la lectura permite explicar las características de las 
políticas actuales, retomando así los aportes de las teorías del neo-institucionalismo 
histórico (Taylor & Hall, 1997).  
 
Este trabajo se sustenta en datos empíricos obtenidos en el marco de una investigación 
doctoral durante la cual se realizaron cuatro estancias de campo en Argentina y en México 
– entre Noviembre del 2008 y Mayo del 2010 – que permitieron reunir fuentes primarias 
escritas (planes de acción, presupuestos, reportes de actores públicos y asociativos) y 
fuentes orales (entrevistas con responsables de programas del libro y la lectura, 
promotores del libro, secretarios de Estado, miembros de asociaciones no 
gubernamentales y de sindicatos). 
 
Después del recuento histórico de las primeras acciones públicas de fomento al libro y a la 
lectura en los dos países, el artículo mostrará que a pesar de diferencias históricas, estas 
políticas presentan similitudes. Dos fenómenos explican estas similitudes: la movilización 
de un mismo cuadro cognitivo en las políticas de fomento a la lectura, el “ciudadano-
lector” (I), y la movilización de modos de acción similares por las coaliciones de causa 
[advocacy coalitions] del sector del libro para hacer aprobar sus proyectos de reforma (II). 
 
 
Comparación de los Caminos Institucionales Emprendidos por las Políticas 
de Fomento al Libro y a la Lectura 
 
México y Argentina han implementado políticas de fomento al libro y a la lectura 
desde finales del siglo XIX. ¿Por qué esas políticas se han implementado de distintas 
maneras en los dos países? ¿En qué medida las primeras elecciones y acciones van a 
determinar la dirección que tomarán esas políticas en el futuro? Según Paul Pierson 
(2000), las primeras medidas políticas generan los mecanismos de su permanencia y se 
consolidan con el tiempo, es lo que llama los “rendimientos crecientes” [increasing 
returns]. Retomando el trabajo del economista Douglas North (1999), Pierson muestra 
que las políticas públicas conocen fenómenos de “trayectorias dependientes” [path 
dependency]. Ese concepto permite entender por qué, cuando una decisión está 
legalmente ratifica y que organizaciones han sido creadas para hacerlas respetar, las 
prácticas que se instauraron se vuelven rutinarias. Los instrumentos reglamentarios, los 
modos de acción y las políticas mismas van a ser difíciles de modificar. 
 
Las primeras políticas del libro y la lectura  
 
El escritor y titular de la Secretaría de Educación Pública (SEP) en los años 1920, 
José Vasconcelos (1882-1959), es considerado por la mayoría de los entrevistados como el 
“padre de las políticas del libro y de la lectura en México”. Buscó reducir el analfabetismo 
– que era cerca del 80% en los años 1920 (Reimers, 2006, p. 168) – creando centros 
culturales y escuelas y financiando una fuerte actividad editorial pública. Así, mandó 
publicar por la SEP materiales para su distribución masiva en las escuelas del país. En la 
introducción de “Lecturas clásicas para niños” J. Vasconcelos subraya: 
“el Estado tiene el derecho de abaratar el libro y difundirlo, aun cuando por 
hacerlo arruine veinte empresas, pero en realidad lo que tenía que pasar era que 
todos aquellos que han aprendido a leer, en el millón de libros repartidos por el 
gobierno, tendrían que volverse clientes de los editores porque tenían que seguir 
leyendo […]” (Vasconcelos citado en Reimers, 2006, p. 182). 
 
El funcionario consideraba que el Estado debía proporcionar libros a los mexicanos 
como parte de su papel de educador y que si se entregaba “un libro de texto en todas las 
escuelas públicas y privadas durante la educación primaria, se obtendría una población 
alfabetizada” así como una “homologación educativa” de la población (Alatriste, 1999: 
129). A partir de ese momento, el libro de texto fue considerado como el motor para el 
desarrollo y el progreso de México. Desde 1959, la elaboración del contenido de los libros 
de texto estaba entre las manos del Estado. En los años sesenta, solo el 20% de las 
escuelas tenían acceso a libros, la deserción por falta de material era entonces muy 
grande (Reimers, 2006, p.182). Para lidiar con esa situación, el gobierno de Luís Echeverría 
(1976-82) creó, en 1979, la Comisión nacional de los Libros de textos gratuitos1. Se 
consideró que para garantizar la gratuidad y eficacia de la escuela pública, el libro de texto 
gratuito y único era una herramienta indispensable. “Hacer realidad el artículo 3 de la 
Constitución, que es hacer leer todos los niños, ha creado un ‘Estado-editor’”, según 
Daniel Goldín, editor de Océano Travesía y actual director de la Biblioteca Vasconcelos 
(entrevista del 03-02-09, México). Los gobiernos del PRI, han preferido fomentar la 
publicación y distribución pública de libros en vez de consolidar la industria editorial 
nacional. El Estado se ha convertido a la vez el principal cliente y competidor de las 
editoriales privadas. La estrategia de lucha contra el analfabetismo se hizo entonces en 
detrimento del “sector”2 económico del libro. A finales de la década de los 1980, se inició 
                                                          
1
 Publicado en el Diario Oficial el 12 de febrero de 1959. 
2
 Entendemos el concepto de « sector » como « una estructura vertical de roles sociales (en general 
profesionales) que fijan reglas de funcionamiento, de elaboración de normas y de valores específicos, de 
un programa complementario al de los libros de textos gratuitos: “Libros de Rincón” que 
fue creado para fomentar la lectura de libros distintos de los manuales, distribuyendo 
gratuitamente obras de literatura, información y poesía a las escuelas. 
 
Néstor García Canclini subraya que en las sociedades con altas tasas de 
analfabetismo, la cultura se documenta más de manera visual que escrita. En México, 
durante la primera mitad del siglo XX, la documentación y difusión del patrimonio 
nacional se hizo a través de exposiciones itinerantes y del muralismo (García Canclini, 
1989: 78) mientras que en Argentina, las poblaciones de principios del siglo pasado se 
agrupaban a menudo entorno a clubes de lectura, bibliotecas obreras, centros y ateneos 
populares, creados por anarquistas y socialistas. El escritor y ex-presidente Domingo 
Sarmiento (1811-88) instauró la educación obligatoria y gratuita con el lema que “la 
educación es la base para la democracia”. Como parte de la difusión de la educación buscó 
poner la población en contacto con los libros. En ese marco favoreció la multiplicación de 
“bibliotecas populares”, inspiradas en los clubes de Lectores (creados por B. Franklin en 
Estados-Unidos en 1727). Esas asociaciones civiles están coordinadas, desde 1870 y hasta 
la fecha, por la Comisión Protectora de Bibliotecas Populares (CONABIP)3. Argentina 
importó métodos educativos norteamericanos y la costumbre de que los alumnos 
compren su libro de texto según las orientaciones que les proporcionen sus maestros. Así, 
a diferencia de México, no hay un libro de texto único y gratuito. El mercado de los 
manuales se volvió uno de los más dinámicos de la actividad editorial y librera. La 
industrialización y la urbanización, además de las políticas de apoyo a la clase media, 
fueron los factores que permitieron el crecimiento de la industria editorial argentina en 
los años 1950 y 1960 (Alatriste, 1999). La población argentina fue escolarizada en un 
sistema público “que tendía a la integración y homogeneización de diferentes sectores 
sociales, lo que engendró una ciudadanía ilustrada” muy tempranamente en comparación 
con el resto de Latinoamérica (Tiramonti, 2004, p. 225). En 1971, el 91,6 % de la población 
mayor de 18 años era alfabetizada (Harvey, 1977, p. 78).  
 
Si en México el papel del Estado fue preponderante en las políticas de fomento a la 
lectura, en Argentina fueron las asociaciones civiles4 quienes tuvieron, y siguen teniendo, 
un papel muy importante, sobre todo en los periodos de dictaduras. Los gobiernos 
militares, que se mantuvieron de manera discontinúa en el poder desde los años 1960 
                                                                                                                                                                                 
selección de élites y de delimitación de fronteras » (Muller, 2004, p. 409). Agrupa individuos y grupos cuya 
actividad se sitúa en el área del libro y del fomento a la lectura. 
3
 Ley 419. Desde 1986, la CONABIP es financiada por un fondo especial que da subsidios y compra y envía 
fondos a las bibliotecas de la red. El fondo está alimentado por impuestos aplicados a los principales juegos 
de azar del país, además de recursos atribuidos a través del presupuesto nacional. 
4
 Las principales fundaciones de fomento a la lectura en Argentina son: la Fundación El Libro (creada en 1984 
que está a cargo de la Feria del Libro de Buenos Aires), la Fundación Mempo Giardinelli  (creada en 1996). En 
México, la fundación International Board on Books for Young People (IBBY) inaugurada en 1979 (ha creado la 
feria del Libro Infantil y Juvenil), el Consejo Puebla de Lectura, Leyendo Juntos y Libroandiamo fueron 
subcontratadas durante cinco años por la Secretaría de Educación Pública para llevar a cabo una selección 
de títulos para la constitución de bibliotecas de aula en todas las escuelas del país. 
hasta los años 1980, implementaron medidas de control, de censura y de destrucción de 
la práctica de la lectura  (Bordat, Arrigoni, 2011).  
“En esas cuatro décadas, con modestas excepciones, la política de Estado de este 
país fue en contra de la lectura: la lectura fue sospechosa, peligrosa, subversiva, 
hubo censura permanente, quema de libros […]” (Giardinelli, 2008a, p. 377). 
 
En el estudio de UNESCO sobre la política cultural argentina de los años setentas (Harvey, 
1977), las políticas de fomento a la lectura están totalmente ausentes. El primer programa 
formal de fomento a la lectura apareció después del regreso de la democracia, en los años 
1980. 
 
Comparación de los programas contemporáneos de fomento a la lectura 
 
En México, las políticas del libro y de la lectura siguen siendo consideradas 
complementarias, como se puede leer en documentos publicados por el organismo rector 
de la política cultural, el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA), 
porque: “los autores, traductores, editores, las imprentas, los distribuidores, las librerías, 
las bibliotecas y los lectores son interdependientes y actúan como vasos comunicantes” 
(CONACULTA, 2006, p. 156). Analizaremos en este apartado los “marcos cognitivos” de los 
programas actuales de fomento al libro y a la lectura. Por marco cognitivo entendemos el 
conjunto de ideas, recetas, definiciones que los decision makers tienen sobre una política 
pública. 
 
En los dos países, los programas de fomento a la lectura de los últimos veinte años, 
parten de una constatación: la gente lee poco. Las encuestas nacionales de lectura, que se 
han llevado a cabo en Argentina en 2001, y en México en 2006 y 20125, muestran 
situaciones parecidas: la población acude poco a bibliotecas y librerías.  
En México se leen 2,9 libros al año, solo el 27 % de la población leyó un libro el año pasado 
y 1 de cada 4 mexicanos no tiene libros en su casa, ni ha visitado una librería (Encuesta 
nacional de Hábitos, Prácticas y Consumos Culturales, 2010). Dos de cada cinco mexicanos 
nunca ha entrado en una biblioteca y los tres restantes no lo han hecho en el último año 
(Granados, 2007). Hay una biblioteca pública para cada 90 000 habitantes (Sefchovich, 
2008, p. 37). En Argentina se leen 4,9 libro al año, 46 % de la población nunca acude a 
librerías y el 71 % no va a la biblioteca” (Giardinelli, 2007). En México la gente lee menos 
en las regiones alejadas de los grandes centros urbanos, porque no hay ni librerías ni 
bibliotecas.  
A partir de los años 1990, el gobierno comenzó una campaña proactiva de 
construcción de bibliotecas. Cuando se creó, en 1983, la Red Nacional de Bibliotecas 
Públicas, agrupaba las 351 bibliotecas públicas del país. En 2014, eran 7.388 (Dirección 
general de bibliotecas, 2014). En Argentina existen bibliotecas públicas provinciales, 
municipales y escolares6. Según el sistema de información cultural de la Argentina, existen 
                                                          
5
 La de 2012 fue llevada a cabo por la asociación civil Fundación Mexicana para el Fomento de la Lectura. 
6
 Se registran 5.078 bibliotecas escolares (SInCA, 2014). 
3.293 bibliotecas, de las cuales 1.893 son bibliotecas populares. El escritor y promotor de 
la lectura Mempo Giardinelli subraya: 
“Prácticamente no hay nadie en la República Argentina que no tenga una 
biblioteca a la mano: a 6, 8, 10 o 15 cuadras de la casa de cualquier argentino 
urbano, hay una biblioteca. Y en los sectores rurales, hasta en los más humildes y 
pequeños poblados hay por lo menos una biblioteca escolar disponible” 
(Giardinelli, 2008a). 
 
¿Por qué es tan importante para los gobiernos que la gente lea? En el segundo Congreso 
Nacional para la Lectura y la Escritura, realizado en Perú en 2007, se afirma que:  
“la lectura no solamente desarrolla los conocimientos científicos, técnicos, 
humanísticos, literarios, sociales, democráticos, económicos, y políticos de un 
estudiante, sino que es un camino a la democracia y equidad social” (Congreso 
Nacional de Lectura, 2007). 
 
Según estudios del Centro Regional para el fomento del Libro en América latina y el Caribe 
(CERLALC), esta posición es compartida por la mayoría de los países Iberoamericanos: 
“La idea es que la lectura es, hoy día, una condición para el ejercicio de los 
derechos ciudadanos, la lucha contra la marginalidad, el logro de los mejores 
niveles educativos el mejor uso y aprovechamiento de los avances científicos y 
tecnológicos en general, el mejoramiento del nivel de vida de la comunidad” 
(CERLALC, 2005, p. 16).  
 
Los poderes públicos argentinos y mexicanos consideran que la lectura y la democracia son 
dos fenómenos vinculados. Es lo que hemos podido observar en México durante la 
conferencia “Cultura escrita y construcción de la ciudadanía en la era digital” cuando la 
Subsecretaria de Educación Básica de la SEP, declaró que los espacios de aprendizaje 
debían ser repensados para garantizar la construcción ciudadana:  
“La lectura es la vía principal para confrontar otras realidades, otros valores, 
modificar nuestra manera de ver la vida. Esto es lo que permite una democracia de 
calidad. […] La cultura escrita es constitutiva de la ciudadanía en los países 
occidentalizados” (observación participante, 29-01-09).  
 
En Argentina, el discurso sobre lectura y democracia emergió con la elección de 
Raúl Alfonsín en 1983 y el lanzamiento del “Plan nacional de Lectura”. Después de la crisis 
económica del 2001-02, el gobierno de Néstor Kirchner (2003-07), volvió a lanzar 
programas de fomento de la lectura. Se había interrumpidos durante el decenio de C. 
Menem (1989-99) en el poder. Esos programas, como la Campaña nacional de Lectura7, 
creada en 2003 y el “Plan nacional de Lectura. Programa Educativo nacional para el 
mejoramiento de la lectura”8, movilizan también la retórica que vincula lectura, 
                                                          
7
 Que se encargaba del fomento a la lectura a nivel extraescolar. 
8
 El Plan es programa educativo nacional para el mejoramiento de la lectura albergado por el Ministerio de 
Educación. Su meta es crear en enlace con los veinte y cuatro Ministerios de Educación provinciales 
aportando ejes trabajo y financiamientos.  
ciudadanía y democracia que hemos llamado “el ciudadano-lector”. Así la meta del “Plan 
nacional de Lectura” es: 
“la construcción de un país de lectores que tenga en la lectura una base sólida de 
sustentación del crecimiento, y a la información como una herramienta para la 
inclusión social; la democratización, como aporte esencial al desarrollo humano y 
el fortalecimiento de su identidad” (Ministerio de Educación, 2009).  
 
Los diseñadores de este programa afirman que la lectura permite “revertir 
situaciones de exclusión de la escolarización y de contribuir a la construcción de 
ciudadanía y de mejoramiento de la calidad de vida de la ciudadanos” (CERLALC, 2005, p. 
37).  
 
En México, el lazo entretejido entre la práctica de la lectura, la democracia y la 
ciudadanía se nota en los discursos de la administración de Vicente Fox (2000-06). La 
retórica de la democracia fue bastante usada después de la alternancia9. En el programa, 
“Hacia un país de lectores”, implementado por ese gobierno, se afirma que el libro y la 
lectura son elementos para el desarrollo integral de la población, de su conciencia crítica y 
son una condición para la consolidación de la democracia. Ese programa fue de los más 
mediáticos implementado por ese gobierno. El presupuesto del programa anterior de 
fomento a la lectura, que era de 150 millones de pesos, pasó a 600 millones, para 
favorecer la adquisición de acervos, la creación de bibliotecas escolares y de aula 
(entrevista con la subdirectora de la DGP 09-01-09, en México). En 2006, se creó el 
programa “México lee”10 que, a diferencia de los anteriores, no es sexenal ya que se 
sustenta en la Ley del Libro y de la Lectura”11. Esa ley, adoptada en 2008, estableció la 
creación de un Consejo Nacional para el Fomento al Libro y a la Lectura, que tiene como 
función: “impulsar la participación ciudadana en todos los programas relacionados con el 
libro y la lectura, y diseñar los mecanismos de esta participación” 12. El lazo entre 
                                                          
9
 El PRI dirigió el país desde 1946 hasta el 2000. Regresó al poder en 2012. 
10
 Su meta es que la población alfabetizada de México desarrolle plenamente sus capacidades comunicativas 
(hablar, escuchar, leer y escribir). Sus ejes estratégicos son de dar acceso al libro y a la lectura, educación y 
formación a mediadores de lectura, difusión de información sobre lectura, y evaluación sobre el desarrollo 
lector. 
11
 En Argentina, existe también una Ley de Fomento para la Lectura y el Libro (Ley n°25.446) que prevé la 
creación de una Comisión Asesora del Libro: “esa Comisión es presidida por el Secretario de Cultura e 
integrada por el director de la Biblioteca Nacional, el de la Biblioteca del Congreso de la Nación, de la 
CONABIP y de seis representantes de regiones culturales argentinas, un representante de la Sociedad 
Argentina de Escritores, un representante de la Cámara Argentina del Libro, un representante de la Cámara 
Argentina de Publicaciones, un representante de la Federación Argentina de la Industria Gráfica y Afines y 
un representante de la Asociación de Bibliotecarios Graduados” (Ley de Fomento para el Libro y la Lectura). 
Notaremos que no se hace mención del Ministerio de Educación y según el ex director de la Campaña 
nacional de lectura, ese consejo nunca funcionó. 
12
 Es un órgano consultivo que sugiere “a las autoridades competentes la adopción de políticas o medidas 
jurídicas, fiscales y administrativas que contribuyan a fomentar y fortalecer el mercado del libro, la lectura y 
la actividad editorial en general” (Ley del Fomento al Libro y a la Lectura). También tiene como función la de 
servir de órgano de consulta, conciliación y concertación entre los actores de la cadena. El consejo se 
compone de un presidente (el titular de la SEP), un secretario ejecutivo (el titular del CONACULTA), el titular 
educación, lectura y participación informada es estrecho, como lo subraya el escritor y 
profesor Daniel Cassany en el foro ya mencionado: “El lector crítico debe dialogar en una 
democracia, así pueden construir interpretaciones sociales” (observación participante, 29-
01-09).  
 
En Argentina, el discurso es similar. En las Jornadas de Estudios Literarios y 
Lingüístico, el escritor y promotor de la lectura, Mempo Giardinelli subrayó: “no es posible 
imaginar siquiera un futuro para nuestro país, ni para el mundo, sin lectura. […] Sin 
ciudadanías lectoras que forjen en los libros su criterio y perfeccionen la democracia” 
(Giardinelli, 2008b). En los dos países se observa la meta de convencer los ciudadanos de 
que la lectura “no es el problema de un pequeño grupo de ilustrados, sino de toda la 
población13” (CERLALC, 2005, p. 88). La lectura es presentada como “una condición de la 
ciudadanía” (CERLALC, 2005, p. 123) que permite la realización del proyecto democrático. 
Es un medio para acceder a la información y desarrollar capacidades críticas, que son 
necesarias para ejercer la ciudadanía en una democracia. Para garantizar la participación 
de la población en la vida democrática, el Estado debe asegurar “el libre ejercicio de los 
derechos civiles, sociales y culturales […]” para que todo la población tenga igualdad de 
oportunidades en el país. En este contexto, la lectura no es considerada como un 
privilegio, sino un derecho (CERLALC, 2005, p. 124).  
 
En la encuesta de lectura del 2001, el 44% de los argentinos entrevistados afirmó 
no comprar libros por falta de recursos (Ministerio de Educación, 2001). De la 
constatación que la gente de escasos recursos lee poco porque no está en contactos con 
los libros y que la democracia sólo se implementará, en todos los sectores de la población, 
cuando estos tengan acceso al libro, nació, en 2007, el programa “Libros y Casas”. El 
programa busca democratizar el acceso a los libros en zonas marginadas mediante la 
donación de una biblioteca con dieciocho libros a los habitantes de las casas construidas 
en el marco del  Plan federal de Viviendas14 y formar “personas de la comunidad para que 
animen talleres de lectura” (entrevista con la directora del programa, 18-02-09, Buenos 
Aires). Esos libros se pueden dividir en tres categorías. La primera es para facilitar la vida 
cotidiana con diccionarios, enciclopedias, libros de ficción para niños (de Poe, Schwob, 
Twain, Munro o Saki) y manuales para la vida diaria (sobre la alimentación, la mujer, la 
                                                                                                                                                                                 
del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y miembros de varias asociaciones gremiales (Cámara Nacional 
de la Industria Editorial Mexicana; asociación de Libreros de México; asociación Nacional de Bibliotecarios; 
sociedad general de Escritores de México); y funcionarios (los directores generales de Materiales Educativos 
de la SEP, de la DGP y de Bibliotecas (Ley de Fomento al Libro y a la Lectura, 2008). 
13
 De la misma manera, en el Programa Nacional de Cultura (2007-11) de CONACULTA se afirma que en una 
democracia, la cultura no debe ser el privilegio de algunos, debe extenderse a todas las capas de la sociedad: 
“La democracia cultural supone la más amplia participación del individuo y la sociedad en el proceso de 
creación de bienes culturales, en la toma de decisiones que conciernen a la vida cultural y en la difusión y 
disfrute de la misma. Se trata, sobre todo, de abrir nuevos cauces a la democracia por la vía de la igualdad 
de oportunidades en los campos de la educación y de la cultura” (CONACULTA, 2007, p. 186). 
14
 Este programa construye viviendas para la población de escasos recursos. 
búsqueda de empleo, y los primeros auxilios). La segunda categoría es para favorecer la 
(re)construcción de la identidad nacional gracias a: recuentos de poemas de autores 
argentinos (Almafuerte, Lugones, Storni o Negroni), un libro de historia, cuentos e 
historias cortas (de Soriano, Cortázar, Gorodischer o Borges) y un cancionero con los 
clásicos del rock en español, del folclor nacional y del tango. Finalmente, en la tercera 
categoría se encuentran obras para el ejercicio de la ciudadanía: una versión de la 
Constitución, un manual de primeros auxilios legales15, con las principales leyes del país, 
que presenta casos de conflictos y maneras de resolverlos y la lista de los organismos que 
se pueden contactar). En esa categoría se encuentra una versión del “Nunca Más”, 
editado por la CONADEP a principios del gobierno de Alfonsín16. Entre 2007 y 2008, el 
programa entregó 50.000 bibliotecas gracias a un presupuesto de 5 millones de pesos 
argentinos (entrevista con la directora de “Libros y casas”, 18-02-09, Buenos Aires).  
Otro programa regala a cada alumno de primaria y de secundaria un recuento de 
literatura nacional cuando termina su ciclo escolar y los maestros reciben un libro, en su 
domicilio, en su día. Así, el Estado argentino ha hecho compras masivas para regalar libros 
a los ciudadanos17, sin embargo no se comparan con las compras millonarias del Estado 
mexicano. Una política parecida a la de los libros de texto gratuito de México, fue 
implementada por Adriana Puiggrós18, responsable de las políticas de educación y cultura 
de la provincia de Buenos Aires (2005-07)19. Según el director de la Campaña nacional de 
Lectura (2003-08), ese programa:  
“Fue un escándalo. Porque es mucho lo que pierden a ganar los editores. […] Este 
tema está fuera de nuestra cultura” (entrevista del 24-02-09, Buenos Aires).  
 
La edición no se considera como una asignación del Estado, aunque los alumnos 
con bajos recursos no puedan comprar sus manuales y recurran a fotocopias, lo que 
perjudica el sector. Sin embargo, es difícil que los actores de la industria del libro acepten 
cambios tan radicales en relación con las políticas históricas. Si en México esa situación es 
vista como normal es porque las raíces de esa acción se encuentran en los años 1920.  
 
Desde 1991, el programa “Rincones de Lectura” reparte libros de forma masiva y 
gratuita a las escuelas mexicanas (y no a los alumnos como en Argentina). A partir de 
1993, la formación de maestros se ha vuelto el eje central del programa, buscando que los 
docentes conozcan los libros que reciben. Porque “ser buenos promotores de la lectura, 
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 El secretario de Cultura y diseñador del programa, el sociólogo José Nún, nos contó que recibió una carta 
conmovedora de una madre cuyo abogado le había dicho que al no estar casada, no podía exigir del padre 
de su hijo una pensión. Gracias al manual de primeros auxilios legales supo que tenía ese derecho y 
encontró las autoridades adecuadas para ayudarla (entrevista con José Nún, 10-06-10, Buenos Aires). 
16
 Agrupa testimonios sobre las desapariciones por la Junta Militar durante la dictadura. La presencia de este 
libro entre la colección fue un requisito particular de Néstor Kirchner. Sin embargo fue criticado la 
reescritura y reducción del tamaño del mismo (que suma 500 páginas) para su entrega. 
17
 Dentro del Programa Nacional para La Igualdad Educativa. 
18
 Fue exiliada en México durante la última dictadura. 
19
 La provincia de Buenos Aires representa el 40% del sistema educativo del país. Es el distrito escolar más 
grande de América latina. 
supone que sean ellos mismos lectores” (Garrido, 2001, p. 119). “Rincones de Lectura” fue 
reemplazado por el Programa Nacional de Lectura (PRONAL) cuyo objetivo principal es la 
coordinación de los programas de bibliotecas escolares y de aula20. Según una encuesta 
del 2006, sólo el 59.8 % de las escuelas primarias contaban con bibliotecas escolares (SEP, 
2007). Para revertir esta situación se implementó en el 2001 el programa “bibliotecas de 
aula” que consiste en un estante con un acervo de un centenar de libros por salón de 
clases entre los cuales se encuentran novelas, recuentos de poesías y cuentos, ordenados 
según los niveles lectores de los alumnos. Se busca despertar el interés de los niños hacia 
la lectura poniéndolos en contacto con libros que no sean manuales. Según cifras de la 
SEP, el 90 % de las escuelas primarias del país cuentan con una biblioteca de aula en 
funcionamiento, lo que representa 160.000 bibliotecas (observación participante, 29-01-
09). 
 
En su labor para fomentar la lectura en la población, el Estado da un lugar 
privilegiado a la escuela, pero también quiere incluir la sociedad civil, como lo muestran 
los programas “Salas de Lectura” en México, la existencia de bibliotecas populares en 
Argentina o la implementación de programas como “Abuelas y Abuelos Leecuentos”. Los 
discursos subrayando los lazos entre democracia y lectura fueron defendidos 
primeramente por asociaciones. Los gobiernos se los reapropiaron cuando otorgaron a 
actores de la sociedad civil posiciones de funcionarios en el aparato administrativo, o 
cuando invitaron asociaciones para asesorar los poderes públicos.  
El “Plan nacional de lectura” argentino trabaja más estrechamente con asociaciones desde 
el 2006. Por ejemplo, retomó el programa de la Fundación Mempo Giardinelli (FMG) 
llamado “Abuela Cuentacuentos”. El Ministerio de Educación y el Instituto para los 
Jubilados argentinos, pone en relación personas de la tercera edad con escuelas. La FMG 
cedió la franquicia de ese programa, con la condición de que se le cambiará el nombre. Así 
nació "Abuelas y Abuelos Leecuentos", programa que se implementó en la mayoría de las 
provincias argentinas.  
En México también se busca involucrar la sociedad civil a la acción gubernamental 
de fomento a la lectura. La Dirección General de Publicaciones (DGP)21 del CONACULTA 
organiza, en colaboración con las instituciones culturales de los estados, el programa 
nacional “Salas de Lectura”. Desde su lanzamiento en 1996, ese programa consiste en 
regalar una caja con cien libros22 a los ciudadano que deseen desarrollar actividades de 
fomento a la lectura en su comunidad o barrio y darles un curso de capacitación. Los libros 
                                                          
20
 La SEP destinó 351 millones de pesos al Programa Nacional de Lectura, lo que equivalente a 19 pesos por 
alumno (Reimers, 2006). 
21
 La DGP se encarga de “desarrollar, publicar y difundir una oferta editorial enfocada a satisfacer las 
necesidades e intereses de los múltiples públicos mexicanos […]. Incentivar la creación literaria  […]. Definir y 
aplicar estrategias de fomento a la lectura. Involucrar en proyectos específicos a las instancias 
gubernamentales y a los agentes del desarrollo editorial y la formación de lectores” (CONACULTA, 2005). 
22
 Los títulos del acervo han sido editados por CONACULTA o donados por instituciones. En 2009 se hizo por 
primera vez un proceso de selección en donde se convocaron treinta y dos editoriales. 
 
son prestados a las personas que lo deseen sin ningún tipo de trámite. Son espacios para 
leer, muchas veces para personas recién alfabetizadas y niños, “es un vínculo entre las 
bibliotecas públicas y escolares y la sociedad”, afirma la subdirectora de la DGP y 
encargada del fomento a la lectura (entrevista del 09-01-09, México). Los recursos del 
programa provienen del “fondo especial para el desarrollo de la lectura”. Sus ejes son la 
formación de coordinadores, los cursos, el seguimiento de las salas, la adquisición de 
fondos editoriales y la difusión del libro en ferias, encuentros y jornadas conmemorativas. 
Desde que empezó este programa, hasta el 2009, se han entregado 6.700 salas de lectura. 
Pero se ha perdido el contacto con muchas de ellas.  
 
El cuadro siguiente retoma los nombres, las fechas de creación y las autoridades de 
las que dependen los programas mencionados en este apartado. 
 
Cuadro 1 
 Los programas de fomento a la lectura  





- “Libros y Casas” (2007) 
 
-  Red Nacional de Bibliotecas 
Públicas (1983) 
- “Salas de Lectura” (1995) 
- “Hacia un país de lectores” (2002-
06) 






- “Plan Nacional de Lectura” (1984-
89) 
- “Campaña nacional de Lectura” 
(2003-07) 
- “Plan nacional de Lectura” (2008) 
 
 
- “Rincones de Lectura” (1986) 
- Programa Nacional de Lectura 
(2002): agrupa el programa 
Bibliotecas escolares y Bibliotecas 
de aulas. 
Fuente: Elaboración propia 
 
La principal diferencia entre las políticas del libro y de la lectura en los dos países es que 
en México el papel del Estado es preponderante. Sin embargo, la población mexicana lee 
mucho menos que la población argentina. Un factor explicativo de este hecho es que la 
clase media alfabetizada era más numerosa en Argentina desde principios del siglo 
pasado. En México, una parte importante de la población proviene de culturas indígenas 
de tradición oral. Además, en muchas comunidades no hay librerías, bibliotecas o tiendas 
de autoservicio que venda libros. Sin embargo, todos los alumnos mexicanos disponen de 
libros de texto, lo que no es el caso de los alumnos de recursos limitados en Argentina que 
tienen que usar fotocopias. Las iniciativas que buscaron distribuir gratuitamente libros de 
texto en las escuelas fueron muy criticadas, pues está práctica no forma parte de la 
cultura argentina. Dado que las primeras acciones públicas determinan el espacio de los 
caminos posibles para las políticas actuales, veremos lo difícil que resulta cambiar las 
políticas públicas del libro. 
 
Comparación de las Luchas Alrededor de la Legislación y Organización de los 
Sectores del Libro 
 
Las encuestas de hábitos de lectura y el interés de los poderes públicos en el fomento de 
la lectura sirvieron como argumento para los defensores de una reforma de las políticas 
del libro en México y Argentina. Si la meta de proteger las librerías era la misma, los 
medios para lograrlo fueron diferentes en los dos países. Antes de analizar las 
movilizaciones entorno a estos cambios, daremos un panorama de los mercados 
nacionales del libro en Argentina y México. 
 
El mercado del libro en Argentina y en México 
 
Las industrias editoriales mexicana y argentina fueron líderes del mercado latino-
americano entre los años cuarenta y los setenta, abarcando 75 % de los títulos en 
castellano (Garcia Canclini, 2007). En Argentina el desarrollo de la gran maquinaria de 
“producción-importación-traducción-difusión emergió gracias al importante desarrollo del 
sistema educativo desde finales del siglo XIX” (Becerra et al., 2003, p. 75). En los años 
1990, las pequeñas editoriales familiares empezaron a desaparecer con la aparición de 
grandes grupos transnacionales. En esa década, las condiciones económicas en Argentina 
fueron favorables a los grandes consorcios extranjeros – paridad entre el peso y el dólar y 
exoneración de impuestos a la importación – mientras que el constante aumento de los 
precios del papel y el empobrecimiento de las clase media compradora de libros golpeaba 
a las editoriales nacionales (Blanco Figueroa, 2001). A mediados de la primera década de 
este nuevo siglo, solamente veinte editoriales, muchas ligadas entre ellas, se dividían el 
50% de los títulos comercializados en Argentina y ninguna era de capital nacional (Becerra, 
et al., 2003, p. 77). En el sector educativo, las grandes editoriales de manuales escolares 
forman parte de casas editoriales españolas y colombianas. En México, el mundo editorial 
se internacionalizó en los años 1970, mucho antes de que se hablara de globalización, 
cuando la legislación permitió que entraran capitales de editoriales extranjeras. Muchas 
empresas españolas compraron empresas mexicanas que fueron a su vez compradas por 
empresas transnacionales (como la alemana Berstelmann) (Escalante, 2007). El proceso de 
concentración de las editoriales en grupos transnacionales se puede observar en los dos 
países.  
 
La principal diferencia que existe en los dos mercados es el papel del Estado. En 2010, se 
editaron 20,686 títulos en México y 26,391 en Argentina, lo que representa 19 títulos por 
100.000 mexicano y 65 por 100.000 argentino (CERLALC, 2012). En 2012, se editaron 
27.745 títulos en México y 27.661 en Argentina, representando 25 títulos por 100.000 
mexicanos y 67 por 100.000 argentinos (CERLALC, 2013). En 2009, el 54 % de los libros 
publicados en México lo fueron por instituciones públicas (Politis, 2009a). En cambio, en 
Argentina sólo el 2,94 % de los libros fueron publicados por instituciones públicas (SInCA, 
2009). La CAL estima que hay entre 250 a 300 editoriales que editaron más de 10 títulos 
en 2006 de al menos 1.000 ejemplares (Politis, 2009b)23. En México, en 2007 había 229 
editoriales según datos de la CANIEM (Politis, 2009a). 
 
En Argentina, en 2008, existían 10.000 puntos de venta de libros, de los cuales 40024 son 
librerías25 (250 se encuentran en Buenos Aires) y 450 son supermercados (Politis, 2009b). 
Existen 8.000 puestos de periódicos o kioscos que también son puntos de venta 
importante en este país. El mismo año en México, había 1.062 puntos de ventas, de los 
cuales 689 son librerías, 169 librerías de editoriales, 49 librerías-papelería, 80 librerías 
universitarias y 75 cadenas de bienes culturales o cafés-librerías26 (Politis, 2009a). Esto 
representa una librería para cada 200.000 habitantes, diez veces menos que en Argentina 
(Stolz, 2009). En México, el 94 % de los municipios no tenía librería, y 40 % se concentran 
en la capital (Zaíd, 2006).  
Entre las instituciones editoriales latinoamericanas más prestigiosas sobresalen las 
editoriales mexicanas Fondo de Cultura Económica27 y Siglo XXI editores y las argentinas 
Eudeba y Paidós. 
La concentración del mercado editorial en manos de empresas transnacionales, el cierre 
de numerosas librerías y los bajos niveles de lectura han llevado a grupos de profesionales 
del libro en los dos países a movilizarse para exigir de los poderes públicos cambios en la 
legislación y organización de su sector. 
 
Los conflictos alrededor de la Ley del Libro y de la Lectura en México y de la creación del 
Instituto Nacional del Libro en Argentina (INLA) 
 
En México y en Argentina, los profesionales del libro – escritores, editores, libreros y 
bibliotecarios – se agrupan en diferentes asociaciones y sindicatos. Estos actores no 
comparten la misma visión de cómo se debe reglamentar su sector, que conoce retos 
similares en los dos países. Según P. Sabatier y H. Jenkins-Smith (1999), los actores que 
buscan influenciar una política pública se agrupan en coaliciones de causa cuyos 
miembros comparten creencias, normas y percepciones del mundo28. Esos actores actúan 
colectivamente para traducir sus creencias en políticas públicas. Varias coaliciones forman 
un “subsistema político”. El sistema de creencia de las coaliciones se divide en tres niveles.  
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 Según el registro ISBN, había en 2006 en Argentina, 3.169 editoriales. Esa cifra incluía instituciones 
públicas y privadas que editan libros, pero cuya actividad no es únicamente la edición o que editan 
contenidos gratuitos. 
24
 Entre 2001 y 2003, 250 librerías han cerrado según datos de la SADE. 
25
 Se entiende por librería a aquella empresa de comercio minorista cuya facturación anual corresponde, 
como mínimo, en un 51% a la venta de libros (Centro de Estudios para la producción, 2005).  
26
 Que ofrecen best sellers, libros de superación personal y literatura infantil. 
27
 Creado en 1934, cuenta con 9.500 títulos en su catálogo, (Politis, 2009a). 
28
 Las coaliciones de causa reúnen personas con distintas profesiones (profesionales de la política, 
funcionarios, líderes de grupos de presión, investigadores, etc.) que comparten un sistema de creencias: 
“una serie de valores fundamentales, hipótesis causales y percepción de los problemas lo que demuestra un 
grado importante de acciones coordenadas en el tiempo” (Sabatier & Jenkins-Smith, 1999, p. 25). 
1) un núcleo duro  [deep core beliefs] que agrupa y jerarquiza las creencias generales 
sobre la sociedad, (sobre el rol del Estado por ejemplo) que son difíciles de cambiar. 2) Las 
creencias sobre la política pública [policy core beliefs] que desean modificar (cuales deben 
ser las organizaciones que estructuran el sector, la legislación, etc.). 3) Finalmente, las 
creencias secundarias [secondary beliefs] (sobre los tipos de instrumentos que se deben 
implementar). A diferencia de los niveles anteriores, estas creencias pueden ser 
cambiadas más fácilmente. 
Dos grandes debates y conflictos tomaron lugar en Argentina y en México entorno a la 
organización del sector del libro en los años 2000: la lucha por la creación del INLA y la 
adopción de una Ley de Fomento al Libro y a Lectura en México. 
El cuadro 2 muestra las diferentes organizaciones que reúnen los actores de las políticas 
del libro y de la lectura en los dos países. 
 
Cuadro 2 
Asociaciones que agrupan los actores del libro  





- Alianza de Editores Mexicanos 
Independientes 
- Cámara  Nacional de la Industria 
Editorial Mexicana (CANIEM) 
- Cámara Argentina del Libro (CAL)29 
- Cámara Argentina de 
Publicaciones (CAP)30 
Libreros Asociación Nacional de Libreros de 
México (ALMA) 
Asociación de Libreros Anticuarios 
de la Argentina (ALADA) 
Escritores Sociedad General de Escritores de 
México (SOGEM) 
- Sociedad Argentina de Autores de 
la República Argentina 
(ARGENTORES) 
- Sociedad Argentina de Autores 
(SADE) 
- Sociedad de Escritores de 
Argentina (SEA) 
Bibliotecarios Asociación de Bibliotecarios de 
México 
Asociación de Bibliotecarios 
graduados 
Fuente: Elaboración propia 
 
Al principio de su mandato, el presidente Fox mandó al Congreso un proyecto de ley que 
pretendía quitar las desgravaciones fiscales sobre el derecho de autor31 y aplicar el 15% de 
IVA a los libros. Calificado como “atentado contra el libro” (entrevista con la coordinadora 
nacional de literatura del INBA, 15-01-09, México), este proyecto despertó la indignación 
                                                          
29
 La CAL representa la mayoría de los editores, distribuidores, importadores y libreros argentinos lo que 
suma más de 400 empresas. 
30
 Nació de una cisión en los años 1970 con la CAL. Representa más o menos 60 empresas entre las cuales 
multinacionales (Planeta, Santillana, Sudamericana) y las redes de librerías Yenny y Cúspide. 
31
 Una petición reuniendo más de 15.000 firmas de artistas, compositores y escritores fue mandada al 
Congreso. Los autores que ganan menos de 28.400 pesos al año están exentos. 
del sector. Esa indignación fue aún mayor, en 2006, con el veto presidencial a la Ley de 
fomento al Libro y a la Lectura.  
Desde 1993, la CANIEM, ALMA, la SOGEM y la red de librerías Educal se movilizaban para 
que se adoptara una ley general del Libro. Su discurso no se sustentaba en la cuestión de 
mejorar la situación de la edición, sino en la del acceso para todos los ciudadanos al libro. 
Como en Francia (Surel, 1997), ese problema público se construyó alrededor de una 
cuestión de interés general y eso fue lo que justificó que se apelará al Estado. El problema 
es el siguiente: muchos libreros y editores desaparecen y hay bajos niveles de lectores. La 
situación sería diferente si el sector fuera reglamentado de manera más adecuada para 
permitirle a la población tener más acceso a los libros. Según este grupo, la solución es 
que los libros tengan el mismo precio a la venta en todo el país. Para ilustrar su punto de 
vista, la CANIEM produjo muchas estadísticas mostrando que el número de títulos se 
había reducido (-19% entre 1991 et 2003) y que los editores desaparecían (de 230 a 186 
entre las mismas fechas) (CANIEM, 2007, p. 15). En el 94 % de los municipios mexicanos 
donde no hay librerías, los mexicanos sólo pueden comprar libros en tiendas 
departamentales (como Sanborn’s o Vip’s) donde se encuentran casi únicamente best 
sellers. Por ende, en nombre de la diversidad cultural y de la importancia de elevar los 
niveles de lectores, los actores movilizados exigieron una nueva legislación.  
En el año 2000, una ley, que no fijaba incentivos fiscales para editores y libreros, fue 
adoptada pero nunca fue reglamentada. En 2005, un nuevo proyecto de ley fue propuesto 
por el diputado del PRI T. Vázquez Vigil. Dicho proyecto, elaborado por un grupo de 
escritores, editores, libreros y promotores de lectura (al frente de quienes estaba Álvaro 
Uribe y Daniel Goldín) proponía la implementación de la medida llamada del “precio único 
del libro”.  
Los actores del sector del libro no estaban unánimemente de acuerdo con esa medida. El 
editor Miguel Ángel Porrúa, el escritor Paco Ignacio Taibo II y su esposa Paloma Saíz, 
encargada del departamento de fomento a la lectura en la secretaría de Cultura del DF, se 
oponían a la medida. Para Paloma Saíz, el precio único no favorece las librerías porque “es 
para el último comprador, las distribuidoras siguen teniendo precios preferenciales” 
(entrevista el 13-01-09, México). La funcionaria afirma que las librerías que están lejos de 
la capital tienen que vender los libros al mismo precio que las que están en la capital, 
cuando tienen que pagar fletes. A pesar de esas oposiciones, el grupo de Marcelo Uribe 
logró operar un proceso de “monopolización de la representación legitima” (Surel, 1997, 
p. 66-67). El proyecto de ley fue aprobado por las dos cámaras. Sin embargo, el Presidente 
V. Fox y la secretaría de Hacienda consideraron que esa medida favorecía los monopolios, 
ya que grandes grupos podían seguir exigiendo descuentos importantes justificados en el 
volumen de su compra, y vender al mismo precio que una pequeña librería que no tenía 
descuentos. Agregaron que desplazaría los vendedores de menudeo e impediría la libre 
competencia en los precios (Rodríguez Barba, 2008). El Ejecutivo vetó la ley en 2006.  
En seguida el grupo de la CANIEM y de M. Uribe, trataron de sensibilizar al recién electo 
Felipe Calderón (2006-12) usando los resultados de las encuestas sobre prácticas de 
lectura. Subrayaron que el precio único del libro preservaría la existencia de librerías 
chicas, permitiría evitar que las grandes cadenas vendieran los libros a precios inferiores 
gracias a los descuentos que obtienen por comprar grandes cantidades y protegería la 
diversidad de la oferta, para evitar que todas las librerías tengan sólo los best sellers y 
pudieran mantener un stock de libros especializados de venta más larga. Además, el grupo 
tomó en cuenta argumentos de la coalición en contra de la medida: en 2007 la CANIEM 
firmó un acuerdo con la compañía Multipack, para garantizar bajos costos de envío para 
las librerías. El acuerdo fue trasladado a FEDEX en 2013 [CANIEM, 2013].  
Las dos coaliciones de causa usaron estrategias de lobbying externo, con interpelación de 
los medios, y lobbying interno, con parlamentarios y funcionarios públicos (Grossman, 
Saurugger, 2012). Otra mejora del nuevo proyecto es que señala la obligación de la SEP y 
del CONACULTA de llevar a cabo programas de fomento a la lectura. La elección de F. 
Calderón y la llegada de un nuevo equipo permitieron activar lo que J. Kingdon (1995) 
llama la “corriente política” [political stream]. Está se unió a la corriente de los 
“problemas” [problema stream] (las librarías cierran y la gente no lee) y de las 
“soluciones” [policy stream] (el precio único del libro): abriendo así una “ventana de 
oportunidad”. La ley fue aprobada en abril y promulgada por el presidente Calderón en 
julio del 2008. Los oponentes a la medida siguieron movilizándose. Miguel Ángel Porrúa 
levantó un amparo denunciando la anticonstitucionalidad de la medida del precio único. El 
amparo fue rechazado por la Corte suprema de Justicia en abril 2013. 
 
Los conflictos alrededor de la creación del INLA en Argentina presentan muchas 
similitudes con la situación mexicana. Después de una década de movilización (1990-
2000), el sector argentino del libro logró que se aprobara una ley protegiendo las librerías, 
además de la ley 25. 446 sobre el libro y la lectura promulgada en 2001. La ley n° 25.542 
(2002), llamada “ley de defensa de la actividad librera”, prevé un “precio uniforme de 
venta al público de libros que se editan y se importan”. Al igual que en México, el 
Ejecutivo vetó la ley. La diferencia radica en que, en Argentina, el veto presidencial puede 
ser parcial32. La ley fue promulgada sin sus artículos centrales: el artículo 11 que 
exoneraba “todas las etapas de la producción y de la comercialización de libros de IVA”33, 
los artículos 12 y 16 que exoneraba de impuestos y tasas la importación y exportación de 
libros, maquinas, servicios y materias primas; y el artículo 26 que exoneraba de impuesto 
sobre la renta los “derechos de autor percibidos por la edición de libros” (la ley 25.446). 
Esa medida era central ya que el precio del papel ha aumentado de manera exponencial34. 
Al ser limitada al precio de venta (y no a los insumos), la desgravación del IVA al libro no 
permite a las editoriales repercutir ese impuesto sobre los precios, lo que es un problema 
para las grandes librerías que tienen gastos de renta importantes (Raposo, 2006). Para 
mejorar la situación del libro, una parte de los actores del sector se unió, a partir del 2004, 
tras la CAL para proponer la creación del INLA.  
                                                          
32
 Una ley puede ser promulgada con una parte vetada si el espíritu de la ley no ha sido alterado. Ahora bien, 
el Ejecutivo es el único que puede juzgar del respeto o no del espíritu de la ley (Quiroga, 2005, p. 228). 
33
 El ministro de economía D. Cavallo se opuso a la excepción de IVA al precio final por el motivo que 
alentaría las maniobras de evasión fiscal » (La Nación, 2001). 
34
 Entre 2006 y 2008 aumentó de 59 % ya que un oligopolio de cuatro empresas domina el sector (Politis, 
2009b, p. 16). 
 
Ese organismo debía fomentar la edición de libros argentinos, difundirlos y promoverlos a 
nivel nacional e internacional, fomentar la traducción de autores nacionales, apoyar la 
adquisición de derechos de autores de obras extranjeras, ayudar a la modernización de la 
red comercial de la industria argentina, proteger el libro de la reprografía ilegal y 
“promover la difusión de revistas culturales que contribuyan a desarrollar los objetivos 
anteriores” (CAL, 2009). La CAP se opuso a esa creación. Sus objeciones portaban sobre las 
atribuciones mismas del Instituto. Afirmaba que la secretaría de Cultura, las embajadas y 
la Cámara de Comercio Exterior ya se encargaban de la labor de promoción del libro 
argentino dentro y fuera del país (entrevista con la encargada de relaciones institucionales 
de la CAP, 17-04-2009, Buenos Aires). Además se opusieron rotundamente a que el INLA 
sea financiado por el 1 % de las ventas de los editores y distribuidores y el 0.5 % de las 
ventas de las librerías. No querían confiar a un ente semi-estatal el poder de auditar 
empresas privadas y alimentar otro organismo burocrático que pudiera malgastar los 
recursos (entrevista con el responsable del programa “Opción libro” de la municipalidad 
de la Ciudad de Buenos Aires, 12-03-2009). El debate se estancó durante años ya que las 
dos coaliciones disponían de recursos similares (conocimientos económicos y legales 
sobre el sector, acceso a medios de comunicación y a actores políticos y administrativos). 
Tenían “creencias centrales”, sobre la política pública del sector, y secundarias distintas, 
como se puede observar en el cuadro siguiente. 
 
Cuadro 3 
Creencias de las coaliciones argentinas del libro 
 CAL CAP 
Creencias del núcleo 
central [deep core 
beliefs] 
 
Confía en la intervención del 
Estado para controlar los 
efectos negativos del mercado. 
Políticamente situado al 
centro-izquierda. 
Teme y desconfía de la 
intervención del Estado. 
Políticamente situado a la 
derecha. 
Creencias sobre la 
politíca pública 
[policy core beliefs] 
El Estado debe implantar 
políticas de fomento al libro y 
limitar los impuestos. 
El Estado solo debe legislar el 




El INLA permite asegurar la 
continuidad de las políticas 
públicas del libro. 
Las acciones del instituto 
nacional del libro se solapan 
con la acción de otras 
organizaciones. Hay que 
cambiar la ley del libro. 
Fuente: Elaboración propia 
 
Gracias a un cambio político, la CAL tuvo en el presidente de la Comisión de Cultura de la 
Cámara de Diputados, Jorge Cosía35, un aliado valioso. Se volvió un empresario político 
[political entrepreneur] (Kindgon, 1995) de la causa del INLA. En los medios de 
                                                          
35
 Ex-presidente del Instituto Nacional del Cine y de las Artes Audiovisuales (INCAA). 
comunicación criticó mucho la postura de la CAP que calificó de “mezquina y virreinal”. 
“Lo que ha hecho grandes a estas empresas han sido las política activas de cultura que 
pusieron en marcha en España y ahora no quieren que Argentina tenga ese mismo tipo de 
políticas” (Clarín, 2010).  
La crisis económica empezó a pegar cada vez más duramente las librerías argentinas, 
incluso las grandes cadenas como Cúspide y Yenny. Al ver su margen de ganancia pasar al 
1%, esas empresas se acercaron a la CAL para volver a dialogar (entrevista con el vice-
presidente de la CAL, 21-03-09, Buenos Aires). Encontraron juntos otra medida para 
alimentar el fondo del INLA. Su financiamiento se vincularía con la desgravación del IVA de 
los insumos en la producción (papel, tinta, etc.). El presupuesto sería compuesto por el 
1 % del valor de las ventas de libros de las editoriales y el 0,5 % de la facturación de las 
librerías y otros distribuidores (entrevista el 21-03-09, Buenos Aires). Sólo las librerías 
podrían beneficiar de subsidios, los demás miembros tendrían créditos. Se insistió mucho 
en la naturaleza del Instituto. El INLA se dice público (para no servir intereses privados) y 
no-estatal porque sus funciones “no se integran armónicamente con la actividad estatal 
propiamente dicha” (CAL, 2005). El INLA sería entonces diferente del Instituto de 
Cinematografía que ha sido sospechado de malversaciones. El INLA estaría dirigido por un 
órgano colegiado36 y presidido por una persona designada por el Ejecutivo.  
En este caso también la apertura de una ventana política hizo que la balanza se inclinará a 
favor de la CAL: cuando el diputado Jorge Cosía fue nombrado al frente de la Secretaría de 
Cultura de la Nación en 2009. El proyecto de ley de creación del INLA fue aprobado con 
media sanción por la cámara de diputados a los pocos meses. La creación del INLA era 
prevista para 2010, sin embargo el proyecto fue rechazado por el gobierno a causa del 
costo fiscal que representaba (desgravación del impuesto sobre la renta en los insumos). 
El ex-vicepresidente de la CAL nos confió por correo que, desde entonces, no hay ningún 
proyecto para retomar la creación del instituto del libro. 
 
Así, después de años de movilización, de negociaciones y de compromisos entre las 
coaliciones, la movilización de varios secretarios de cultura para el proyecto, la política 
argentina del libro no pudo ser modificada. Aun cuando el crecimiento económico había 
regresado, el gobierno argentino se negó a renunciar a los recursos fiscales en beneficio 
                                                          
36
 Los integrantes del INLA según la propuesta de la CAL sería: a) cinco designados por las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debiendo representar, cada uno de ellos a las diferentes regiones 
culturales del país. Estas designaciones deberán recaer en personalidades relevantes de la cultura; b) trece 
designados por las entidades que, con personería jurídica o gremial, representen a los sectores involucrados 
en la creación y realización del libro argentino. Estas designaciones se distribuirán de la siguiente forma: 
1. Seis miembros serán designados por las cámaras empresariales que […] agrupen a las empresas 
editoriales, correspondiendo cuatro de ellos la que reúna a la mayor cantidad de empresas y dos a la que la 
siga en número. 2. Dos miembros por la entidad que agrupe a las librerías, papelerías y afines; 3. Un 
miembro por la entidad organizadora de la Feria del Libro de Bs. As. 4. Un miembro por las entidades que 
agrupen a los autores argentinos o residentes en la Argentina  5. Un miembro por la entidad que administre 
los derechos reprográficos; 6. Un miembro por la entidad que represente a la industria gráfica y afines 7. Un 
miembro por la entidad que agrupe a los fabricantes de celulosa y papel (CAL, 2005). 
 
del libro. Los dos casos analizados en México y Argentina muestran el poder importante 
del Ejecutivo sobre las políticas públicas. Esta situación, añadida a la discrecionalidad con 
la que se implementan las reglas y normas, y la falta de transparencia en la administración 
pública en el otorgamiento de recursos explican en parte la desconfianza de algunos 
actores culturales hacia el Estado. Si en Argentina, el sector del libro sigue en crisis, los 
niveles de “no lectores” son más bajos (45% de la población) que en México. 73 % de la 
población mexicana se declara “no lectora” contra sólo 20 % de los chilenos (CERLAC, 
2012). Los poderes públicos mexicanos impugnan estás cifras argumentando que las 
encuestas no formulan las preguntas adecuadas. En efecto, si se toma en cuenta la lectura 
en formato digital los mexicanos leen más. Pero los argentinos también.  
Este trabajo pretendía analizar las políticas públicas de fomento al libro y a la lectura a la 
luz de una comparación internacional. Resaltó que a pesar de que el marco cognitivo de 
las políticas actuales de fomento a la lectura es parecido (lazo entre lectura, democracia y 
ciudadanía) esas políticas han sido históricamente diferente. Las raíces de esas diferencias 
se encuentran en las primeras medidas públicas al sector del libro y la lectura que 
consagraron el papel preponderante del Estado en México y el de las asociaciones civiles y 
de las editoriales privadas en Argentina. En acuerdo con los estudios neo-institucionalistas 
históricos vimos lo difícil que resulta cambiar una política pública. Pese a esas dificultades, 
coaliciones de causa lograron hacer aprobar sus proyectos de reforma, como lo mostró la 





Alatriste, S. (1999). El Mercado editorial en lengua española. En García Canclini, N. y 
Moheta, J.C. (Coord). Las industrias culturales en la integración latinoamericana. Mexico: 
Grijalbo. 
 
Becerra, M. et al. (2003). La concentración de las industrias culturales en Argentina. 
Industrias Culturales: Mercado y Políticas Públicas en Argentina. Buenos Aires: Ciccus. 
 
Blanco Figueroa, F. (2001). Cultura y globalización. México: Universidad de Colima. 
 
Bordat, E., & Arrigoni, M., (2011, Agosto). Cultural repression and resistance: the case of 
Argentina’s last dictatorship. Ponencia del General Conference del European Consortium 
for Political Research (ECPR). Reykjavik, Islandia. 
 




Cámara Nacional de la Industria Editorial Mexicana (CANIEM), (2007). Actividades 
editoriales de libros. Libros de México, 85. 
 
CANIEM. Convenio CANIEM – FEDEX recuperado de: http://www.caniem.com/fedex.html 
 
Cámara Argentina de Publicación (CAP), (2007). Carta abierta al Sector del Libro. 
Recuperado de: www.publicaciones.org.ar 
 
Centro de Estudios para la producción, (2005). La producción de libros en Argentina. 
Recuperado de: www.industria.gov.ar/cep 
 
CERLACL. (2012) Recuperado de: 
<http://www.cerlalc.org/files/tabinterno/7ad328_Libro_Cifras_Ago2012.pdf> 
 
CERLALC. (2005). Una región de lectores, análisis comparado de planes nacionales de 
lectura en iberoamérica, OEI. 
 
Clarín (2010, 30 de Junio). Polémica por el proyecto para crear el Instituto del Libro. 
Recuperado de: http://edant.clarin.com/diario/2006/06/30/sociedad/s-04301.htm 
 
CONACULTA. (2006). Encuesta nacional sobre prácticas de Lectura. Mexico. 
 
CONACULTA. (2008). Programa Nacional de Salas de Lectura. Dónde estamos y hacia 
dónde vamos. Documento de trabajo. 
 
Dirección general de Bibliotecas públicas (2014). Red nacional de bibliotecas públicas. 
Recuperado de: http://dgb.conaculta.gob.mx/info_detalle.php?id=6   
 
Escalante, F. (2007). A la sombra de los libros, Lectura, mercado y vida pública. México: El 
Colegio de México. 
 
García Canclini, N. (1989). Culturas híbridas: estrategias para entrar y salir de la 
modernidad. México: Grijalbo. 
 
Getino, O. (1996). Las industrias culturales en la Argentina. Buenos Aires: Ediciones 
Colihue. 
 
Giardinelli, M. (2007). Volver a leer. Buenos Aires: Edhasa. 
 
Giardinelli, M. (2008a). La promoción de la lectura y el rol actual de las bibliotecas. Primer 
Congreso Argentino de Cultura de la Secretaría de Cultura de la Nación. Buenos Aires, 
Argentina.  
 
Giardinelli, M. (2008b, 15 de Octubre). Literatura, democracia y el proceso creativo. 
Ponencia en las 2as. Jornadas del Norte Argentino de Estudios Literarios y Lingüísticos. 
Universidad Nacional de Jujuy, Argentina. 
 
Goldín D. (2006, Octubre). El precio único, condición indispensable. Letras Libres, 94. 
 
Goldín D. (2006, Diciembre). El libro y la lectura. 10 puntos a favor de una política de 
Estado. Letras Libres, 96. 
 
Granados  T. (2007, Agosto) Ley del libro por favor. Letras Libres. 104. 
 
Grossman, E., & S. Saurugger (2012). Les groupes d’intérêt: qction collective et stratégies 
de représentation (2 ed.). Paris: Armand Colin. 
 
Hall, P.A., & R.C.R. Taylor (1997). La science politique et les trois néo-institutionnalismes, 
Revue française de science politique 47 (3): 469–96. 
 
Harvey, E.R. (1977). La política cultural en Argentina. Madrid: UNESCO. 
 
Kingdon, J.W. (1995). Agendas, alternatives, and public policies. Boston: Little Brown. 
 
Ministerio de Educación. (2001). Encuesta nacional sobre uso del libro y la lectura 
Argentina. 
 
Ministerio de Educación. (2009). Plan nacional de Lectura. Recuperado de 
www.PlanLectura.educ.ar 
 
Muller, P. (2004). Dictionnaire des Politiques Publiques. Paris: Presses de Sciences Po. 
 
North, D. (1990). Institutions, institutional change and economic performance. Cambridge: 
Cambridge University Press. 
 
Novaro, M., & Palermo, V. (2004). La historia reciente. Argentina en democracia. Buenos 
Aires: Edhasa.  
 
Pierson, P. Increasing returns, path dependence, and the study of politics. American 
Political Science Review 94 (2): 251–67. 
 
Quiroga, H. (2005). La Argentina en emergencia permanente. Buenos Aires: Edhasa. 
 
Raposo, M. et al. (2006). La industria editorial en la argentina. La cadena de valor del 
libro. Anuario Ininco. 1 (18).   
 
Rodríguez Barba, F. (2008). Ley de fomento al libro y a la lectura en México, la política del 
precio único. La Chronique des Amériques, Observatoire des Amériques, 20. 
 
Sabatier, P.A., & H.C. Jenkins-Smith (eds) (1993). Policy change and learning: an advocacy 
coalition approach. Boulder: Westview Press. 
 
Sefchovich, S. (2008, Noviembre). La mentira de la cultura como prioridad. Revista de la 
Universidad de México, Nueva Época, 57, 36-43. 
 
SEP. (2007). Importancia de contar con libros para elevar los niveles lectores en México, el 
papel de las bibliotecas escolares y de aula. México. 
 
SInCA. (2009). Libros. Ranking de editoriales según cantidad de ejemplares impresos. 
Argentina. 2004 a 2013. En unidades y porcentajes. Recuperado de:  
http://sinca.cultura.gov.ar/sic/estadisticas/results.php?tematica=8&subtematica=47&idp
age=1&Submit=Buscar. Consultado el 25/08/2014. 
 
SInCA. (2014). Editoriales de libro. Recuperado de: http://sinca.cultura.gov.ar/sic/mapa/ 
 
Stolz, J. (2009, 12 de Marzo). Édition. La bataille du prix unique. Le Monde. 
 
Surel, Y. (1997) L’Etat et le livre: Les politiques publiques du livre en France (1957-1993). 
Editions L’Harmattan. 
 
Zaid, G. & D. Goldin (2006) Encuesta nacional de lectura: informes y evaluaciones. UNAM. 
 
Zaid G. (1999). De cómo leer en bicicleta. Crítica del mundo cultural. México: El Colegio 
Nacional.  
 
Zaid G. (2006). El desastre educativo.  
 
Zaid, G. y D. Goldin (2006) Encuesta nacional de lectura: informes y evaluaciones. UNAM, 
23-27. 
 
La Nación (2001, 28 de Junio). El Senado sancionó la ley del libro. Recuperado de: 
http://www.lanacion.com.ar/315798-el-senado-sanciono-la-ley-del-libro 
 
II Congreso Nacional de Lectura y Escritura. (2007). Documento de trabajo. Recuperado 
de http://ciberdocencia.gob.pe/?id=2552&a=articulo_completo. 
 
 
 
 
 
